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INTRODUCCIÓN 

El principio constitucional de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley es uno de los pilares fundamentales del Estado de derecho 

y del sistema judicial en muchas naciones. Este principio busca garantizar que, 

incluso en aquellos casos donde la legislación vigente sea insuficiente, 

ambigua o inexistente, el juez o el tribunal tenga la obligación de resolver los 

conflictos sometidos a su conocimiento. 

Este mandato se fundamenta en la necesidad de asegurar el acceso a la 

justicia como un derecho humano esencial, evitando que los vacíos normativos 

o las imperfecciones legales obstaculicen la protección de los derechos de las

personas. Asimismo, refleja la importancia de la interpretación jurídica y la 

aplicación de principios generales del derecho, equidad y otras fuentes 

normativas complementarias para suplir dichas deficiencias. 

De esta manera, el principio no solo promueve la continuidad de la 

administración de justicia, sino que también protege a los ciudadanos ante 

posibles arbitrariedades o desamparos legales, consolidando un sistema 

judicial que responde a las necesidades de la sociedad bajo cualquier 

circunstancia. 

Este principio fortalece el acceso a la justicia, protege los derechos 

fundamentales de los ciudadanos y asegura que el sistema judicial actúe como 
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un mecanismo efectivo para resolver conflictos, incluso en ausencia de normas 

específicas, esto refuerza la confianza en el Estado de derecho y en la 

capacidad del Poder Judicial para garantizar la justicia en cualquier 

circunstancia.  
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 

1.1. Título y descripción del trabajo 
 

 

Título del Trabajo 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis 

del principio constitucional de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley.  

1.2. Objetivos del presente trabajo 
 

El estudio del principio constitucional de no dejar de administrar 

justicia por vacío o deficiencia de la ley tiene como propósito comprender 

su relevancia en el marco del Estado de derecho y su impacto en la 

administración de justicia. En ese sentido, se examinará cómo este 

principio está consagrado en las constituciones de diferentes países, así 

como en el artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que establece 

que los jueces no pueden excusarse de resolver un caso alegando vacío o 
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deficiencia de la ley. Al mismo tiempo, se profundizará en el entendimiento 

teórico y práctico de este principio, destacando su importancia para 

garantizar una justicia accesible, equitativa y efectiva, incluso en contextos 

de vacíos normativos o deficiencias legales. 
  

1.3. Justificación 

El estudio de este principio es fundamental para comprender cómo los 

sistemas legales modernos garantizan la continuidad y efectividad de la 

administración de justicia. En dicho contexto, la investigación de este 

principio contribuye al entendimiento sobre cómo los sistemas judiciales 

mantienen su funcionamiento incluso ante vacíos normativos, fortaleciendo 

así el Estado de derecho. En el mismo sentido, el análisis de este principio 

es esencial en la formación de futuros profesionales del derecho, ya que 

desarrolla habilidades críticas de interpretación y análisis legal, por lo que 

permite que la enseñanza, problematización y análisis de ejemplos de este 

principio en las diversas facultades de derecho se integre con métodos 

pedagógicos fundamentales como el método del caso y el método 

socrático, permitiendo a los estudiantes comprender su aplicación práctica. 

La justificación académica demuestra la importancia fundamental de 

estudiar y comprender el principio constitucional de no dejar de administrar 

justicia por vacío o deficiencia de la ley, tanto para la formación de 

profesionales del derecho como para el desarrollo y mejora continua de los 

sistemas judiciales. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 
 
2.1 Qué debemos entender por administrar justicia.- 
 

Administrar justicia se refiere al conjunto de acciones y procesos 

llevados a cabo por los órganos judiciales para resolver conflictos entre 

ciudadanos, empresas, entidades o incluso con el propio Estado. El 

objetivo principal de dicha actividad y función estatal es garantizar el 

cumplimiento de las leyes, proteger los derechos de las personas y 

asegurar la convivencia pacífica en la sociedad. En este contexto, la 

administración de justicia actúa como un mecanismo imparcial que 

interviene cuando las partes no logran resolver sus diferencias por sí 

mismas y, en ese sentido; se incluye la responsabilidad del Estado de 

reparar los daños causados por errores judiciales o por el funcionamiento 

anormal del sistema judicial, conforme a lo establecido por la ley. 

Consecuentemente, administrar justicia no solo implica la resolución de 

conflictos, sino también garantizar que el sistema judicial sea accesible, ágil 
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y eficiente para todos los ciudadanos, así como para la gestión de los 

conflictos y desacuerdos de las múltiples personas naturales y jurídicas que 

interactúan en el espacio social, desarrollando sus actividades tanto en el 

sector público o privado. 

La administración de justicia como actividad fundamental de los 

Estados contemporáneos se basa en varios principios fundamentales que 

garantizan su funcionamiento adecuado y equitativo, dichos principios son 

esenciales para asegurar que el sistema judicial opere de manera 

organizada, justa y eficiente. Así entendido, podemos partir precisando 

que, la denominada independencia judicial es el principio que señala que 

los jueces deben actuar sin presiones externas, garantizando que sus 

decisiones se basen únicamente en la ley y los hechos del caso, entonces, 

la independencia es crucial para mantener la confianza pública en el 

sistema judicial y permite saber que el arribo a las decisiones respeta un 

conjunto de garantías consagradas en el marco constitucional mismo. 

Dentro de este mismo orden de ideas, encontramos que la 

imparcialidad no es otra cosa que decidir el conflicto de interés sin inclinar 

la balanza a ninguna de las partes involucradas, es decir que, los órganos 

de justicia deben ser neutrales y justos, tratando a todas las partes por 

igual, sin favoritismos ni prejuicios, asegurándose que cada individuo reciba 

un trato justo e igualitario en el proceso judicial. Dentro de este mismo 

contexto, la celeridad aporta a una solución eficiente y oportuna del 

proceso, por lo que se refiere a la necesidad que los procesos judiciales se 
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resuelvan en un tiempo razonable; es decir, que resulta fundamental evitar 

la dilación innecesaria en la administración de justicia, ya que puede causar 

perjuicios (inclusive algunos irreparables) a las partes involucradas. 

Cabe anotar que, conforme a los lineamientos de nuestra 

Constitución; sabemos que todos los ciudadanos deben tener la posibilidad 

de acceder al sistema judicial sin obstáculos. Ello incluye la eliminación de 

barreras económicas y procedimentales que puedan impedir que las 

personas busquen justicia y estar sometidas a un debido proceso. Así 

entendido, el debido proceso que consagra el marco constitucional 

garantiza que todas las partes en un juicio tengan la oportunidad de 

presentar su caso y defenderse adecuadamente, incluyendo fundamentos 

como el derecho a ser escuchado y a contar con representación legal.  

Aunado a lo anterior, la administración de justicia debe ser abierta y 

accesible al público, lo que ayuda a fomentar la confianza en el sistema 

judicial; es decir, las decisiones y procedimientos deben ser claros y 

comprensibles y, de otro lado; el principio de la proporcionalidad implica 

que las decisiones judiciales deben ser proporcionales a la gravedad del 

caso y a las circunstancias específicas, indudablemente esto ayuda a evitar 

sanciones excesivas o desproporcionadas y, consecuentemente; estos 

principios son fundamentales para garantizar que la administración de 

justicia no sólo sea efectiva, sino también justa y equitativa, promoviendo 

así la confianza de la sociedad en el sistema judicial. 
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Los principios fundamentales de la administración de justicia han sido 

discutidos y promovidos por diversas organizaciones y foros 

internacionales a lo largo del tiempo, uno de los hitos más significativos en 

la formalización de estos principios fue el Séptimo Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, celebrado en Milán en 1985 y contando con la participación 

del Perú. Durante dicho congreso, se adoptaron principios básicos relativos 

a la independencia de la judicatura, que han sido confirmados y 

reafirmados en resoluciones posteriores de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas. Además, la Declaración sobre los principios 

fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, 

también promovida por la Organización de las Naciones Unidas (ONU); 

establece directrices que reflejan la importancia de la justicia y la protección 

de los derechos de las víctimas, lo que complementa los principios de la 

administración de justicia. Indudablemente estos esfuerzos han sido parte 

de un movimiento más amplio para garantizar que la justicia sea accesible, 

imparcial y efectiva en todo el mundo, reflejando un compromiso global 

hacia la protección de los derechos humanos y la promoción de un sistema 

judicial justo. 

Estos principios fueron propuestos como una respuesta a las 

desigualdades, abusos, arbitrariedades e ineficiencias de los sistemas 

judiciales en todo el mundo, siendo que su adopción busca garantizar que 

la justicia no se advierta como sólo un ideal, sino una realidad accesible y 



15 
 

efectiva para todas las personas, sin importar su origen, género, credo, 

condición económica o social, entre otros factores. 

A nivel del derecho comparado, el acceso a la administración de 

justifica se encuentra consagrado en diversas Constituciones, así como 

también podemos encontrar mandatos de aplicación del derecho o sus 

fuentes para solucionar vacíos o ambigüedades en la legislación civil de 

varios Estados, incluso en instrumentos internacionales como la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 8) y el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14). 

A continuación, y de manera ilustrativa, se presenta un cuadro con la 

citada comparación, a partir del mandato incorporado en el caso peruano -

Constitución Política del Perú (1993)- que, en el artículo 139 sobre 

principios y derechos de la función jurisdiccional, estipula lo siguiente: “(...) 

8. El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de 

la ley. En tal caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el 

derecho consuetudinario”1: 

 

 

 

                                                           
1 Tomado de Constitución Política del Perú. (1993). Documento en línea. Disponible en: 
https://diariooficial.elperuano.pe/Normas/obtenerDocumento?idNorma=1 
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Tabla 1. Constitución e inexcusabilidad 

Criterio / Estado Chile Colombia Ecuador 

Marco 

Constitucional 

Constitución 

Política de la 

República de 

Chile (1980) 

Constitución 

Política de 

Colombia (1991) 

Constitución de la 

República del 

Ecuador (2008) 

Disposición o 

artículo 

asociado a la 

inexcusabilidad 

en la 

administración 

de justicia 

Artículo 76. La 

facultad de 

conocer de las 

causas civiles y 

criminales, de 

resolverlas y de 

hacer ejecutar lo 

juzgado, 

pertenece 

exclusivamente a 

los tribunales 

establecidos por 

la ley. (...)  

Reclamada su 

intervención en 

forma legal y en 

Artículo 230. Los 

jueces, en sus 

providencias, sólo 

están sometidos 

al imperio de la 

ley. 

La equidad, la 

jurisprudencia, los 

principios 

generales del 

derecho y la 

doctrina son 

criterios auxiliares 

de la actividad 

judicial. 

Art. 426.- Todas 

las personas, 

autoridades e 

instituciones 

están sujetas a la 

Constitución. 

(...) 

No podrá 

alegarse falta de 

ley o 

desconocimiento 

de las normas 

para justificar la 

vulneración de los 

derechos y 
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negocios de su 

competencia, no 

podrán excusarse 

de ejercer su 

autoridad, ni aun 

por falta de ley 

que resuelva la 

contienda o 

asunto sometidos 

a su decisión. 

garantías 

establecidos en la 

Constitución, para 

desechar la 

acción interpuesta 

en su defensa, ni 

para negar el 

reconocimiento de 

tales derechos. 

Nota. Elaborado con datos de la Constitución Política de Chile (1980), 

Colombia (1991) y Ecuador (2008). 

Tal como se desprende de la tabla anterior, el mandato bajo análisis 

no es exclusivo de la teoría constitucional peruana, ya que varios países 

con tradición constitucional garantista prohíben la no tramitación de las 

causas o la inaplicación del derecho por ausencia, falta o ambigüedad de la 

norma expresa. Ello no sólo asegura el acceso pleno a la justicia, 

permitiendo -u obligando- al juez u operador de justicia a resolver casos 

incluso ante vacíos legales, sino también habilitando el acudir a las fuentes 

supletorias disponibles en el sistema jurídico como pueden ser los 

principios generales del derecho, la costumbre, la jurisprudencia, entre 

otros, con los que cuenta la judicatura. 



18 
 

En resumen, el precepto analizado debe considerarse como uno de 

los más relevantes y preponderantes en el derecho comparado, por 

ejemplo, para los casos de la región latinoamericana, encontramos países 

con larga data, experiencias y aplicación práctica para la resolución de 

controversias y búsqueda de justicia en términos de celeridad, oportunidad 

y garantismo. 

2.2. Importancia de la administración de justicia.-  
 

La administración de justicia es un pilar básico y fundamental en 

cualquier sociedad que se considere organizada y democrática, ya que 

garantiza el respeto por el Estado de derecho, la resolución pacífica de 

conflictos y la protección de los derechos fundamentales y garantías de 

las personas. Dentro de este contexto, es relevante destacar que su 

importancia radica en varios aspectos clave, dentro de los cuales 

podemos mencionar inicialmente a la resolución de conflictos, dado que la 

administración de justicia permite resolver disputas entre ciudadanos, 

empresas, entidades o incluso con el propio Estado, asegurando que los 

conflictos se solucionen de manera pacífica y conforme a la ley, evitando 

que las personas recurran a la violencia o a métodos arbitrarios para 

resolver sus diferencias. 

Dentro de este mismo orden de ideas, tenemos que la administración 

de justicia representa una garantía de derechos fundamentales, pues un 

sistema de justicia eficiente protege los derechos de las personas, como 
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son a la vida, a la libertad, a la igualdad y a la propiedad. Así entendido, la 

administración de justicia actúa como un mecanismo que asegura que 

éstos derechos sean respetados y que cualquier violación sea 

sancionada. 

Todo lo manifestado, permite afirmar que la administración de justicia 

coadyuva al fortalecimiento del Estado de derecho, dado que el ejercicio 

de dicha función estatal es esencial para el funcionamiento y desarrollo de 

la vida en sociedad, así como para la conservación del mismo Estado, ya 

que garantiza que todas las personas, independientemente de su posición 

social o económica, estén sujetas a las mismas leyes; fomentándose la 

igualdad ante la ley y reforzando la confianza en las instituciones y, al 

mismo tiempo; promocionando la paz social, dado que un sistema judicial 

justo y eficiente contribuye a la estabilidad social al resolver conflictos de 

manera imparcial, equitativa y oportuna, evitando las tensiones sociales y 

fomentando la convivencia pacífica entre los ciudadanos.  

Aunado a las ideas expuestas, la administración de justicia lucha 

contra la impunidad y la corrupción, al menos teóricamente. Esto quiere 

decir que, la administración de justicia desempeña un papel crucial en la 

lucha contra la impunidad y la corrupción, al garantizar que quienes 

cometen delitos o abusos de poder sean investigados y sancionados; 

reforzando la confianza de la ciudadanía en el sistema judicial y 

mejorando la reputación institucional de las organizaciones que 

conforman el Estado. Además, la justicia también tiene un rol importante 
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en la protección de los grupos más vulnerables de la sociedad, como las 

mujeres, los niños, los pueblos indígenas y las personas en situación de 

pobreza, dado que a través de juzgados especializados y de la presencia 

de las dependencias de la judicatura a nivel nacional se suman esfuerzos 

para atender los diversos tipos de conflicto y su especial naturaleza, como 

por ejemplo los de violencia de género o a menores, integridad sexual o 

trata de personas, buscándose garantizar que dichos grupos reciban un 

trato justo y adecuado, con operadores que cuente con experiencia y 

conocimiento adecuado para la resolución de conflictos en dichos casos. 

Conforme a las ideas expuestas, queda claro que un sistema judicial 

eficiente proporciona seguridad jurídica, lo que también es fundamental 

para el desarrollo económico; pues permite que los inversores, agentes 

económicos y las empresas que necesitan un entorno donde las leyes se 

apliquen de manera justa y predecible, encuentren asidero y 

predictibilidad, garantizándose la protección de sus derechos y 

fomentando la inversión y el crecimiento económico. Respecto a dicho 

extremo, la administración de justicia también es importante porque se 

adapta a las necesidades cambiantes de la sociedad, por ejemplo, en 

algunos países se han implementado reformas para modernizar los 

sistemas judiciales, como la incorporación de tecnologías digitales o la 

adopción de modelos orales en lugar de escritos, lo que ha mejorado la 

eficiencia y accesibilidad. Aunado a dicha realidad, la pandemia por virus 

SARS-CoV-2 (Covid-19), así como las actividades desarrolladas para 
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hacerle frente en los espacios laborales, administrativos, tributarios, 

judiciales y demás, permitió advertir que existían herramientas digitales y 

de laboralidad/trabajo para desarrollar la administración de justicia desde 

cualquier parte del país, por ejemplo implementándose proyectos través 

del expediente judicial electrónico, de las denuncias electrónicas, del 

teletrabajo o trabajo remoto para asistentes, especialistas y operadores 

judiciales, así como el uso de firmas digitales, entre otras medidas. 

Por todo lo expuesto, queda claro que la administración de justicia no 

sólo es un mecanismo para resolver conflictos, sino también una 

herramienta esencial para garantizar la paz, la igualdad y el desarrollo en 

una sociedad igualitaria, ya que su correcto funcionamiento fortalece la 

confianza en las instituciones, así como protege los derechos de las 

personas y asegura que las leyes se apliquen de manera justa y 

equitativa, resultando en un componente indispensable para el progreso y 

la estabilidad de cualquier nación. 

Hechas estas precisiones, es importante destacar que, la 

administración de justicia es un componente esencial para el 

fortalecimiento de la confianza social, ya que actúa como un mecanismo 

que garantiza la resolución de conflictos de manera justa y oportuna, que 

protege los derechos fundamentales y que asegura la igualdad ante la ley. 

Sin embargo, para que esta confianza se consolide, es necesario que el 

sistema judicial cumpla con ciertos principios como la transparencia, la 

imparcialidad y la eficiencia. 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

 
3.1. Cómo administrar justicia ante un vacío de la ley. - 
 

La transparencia en la administración de justicia es clave para 

fortalecer la confianza social. Es decir, cuando los ciudadanos perciben que 

las decisiones judiciales son tomadas de manera ética y sin influencias 

externas, aumenta su confianza en el sistema. Sin embargo, en países de 

la región como Colombia, diversos escándalos de corrupción, como el 

Cartel de la Toga, han debilitado significativamente la confianza en las 

instituciones judiciales y han evidenciado la necesidad de reformas 

profundas para combatir la corrupción y garantizar la transparencia. Por 

ello, el combate a la corrupción y el nepotismo, como se ha implementado 

en México desde el año 2020 bajo la administración del Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Arturo Zaldívar, es un ejemplo de 

cómo las políticas de cero tolerancia pueden contribuir a reconstruir la 
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confianza social en el sistema judicial. Sea oportuno manifestar que, 

nuestro país no ha sido ajeno a dicha problemática, contando con diversos 

casos que trascendieron la escena política y judicial (como el caso de los 

“Cuellos Blancos del Puerto” y la investigación de la comisión de delitos 

como el tráfico de influencias, así como de organización criminal y cohecho 

-activo y pasivo-, entre otros, en desmedro y afectación del interés público). 

El contexto expuesto advierte que la participación ciudadana y la 

vigilancia social son otro factor clave para fortalecer la confianza social en 

la administración de justicia. Allí donde los ciudadanos tienen un papel 

activo en la supervisión y evaluación del sistema judicial, se fomenta la 

transparencia y se legitiman las decisiones judiciales. Así también, en 

procesos donde el investigado o el demandado puede y exige el 

cumplimiento de plazos, la oportuna emisión de decisiones y el respeto a 

sus garantías constitucionales, también apreciamos el respeto por la 

administración de justicia. En ese sentido, en países como Brasil, Chile y 

México, se han implementado mecanismos de participación ciudadana, 

como encuestas y audiencias públicas, que han demostrado ser efectivos 

para acercar la justicia a la población y mejorar su percepción del sistema. 

Del mismo modo, el desarrollo de audiencias sobre derechos humanos, los 

estudios sobre audiencias telemáticas -virtuales- y la implementación de 

plataformas tecnológicas, expedientes digitales y Mesa de Partes Virtuales 

denotan el esfuerzo de los Estados en asegurar la presencia y cobertura de 

los servicios judiciales y fiscales en los territorios.  
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En ese sentido, un sistema judicial que garantiza el acceso igualitario 

a la justicia para todos los ciudadanos, especialmente para los grupos más 

vulnerables, refuerza la confianza social y la percepción respecto a que 

todos tienen las mismas oportunidades de defender sus derechos ante la 

ley, siendo fundamental para que las personas confíen en las instituciones 

judiciales. No obstante, también existe en muchos países, barreras 

económicas, sociales y culturales que siguen limitando este acceso, lo que 

afecta negativamente la confianza de la población. 

La administración de justicia tiene un papel crucial en el 

fortalecimiento de la confianza social, ya que garantiza la resolución de 

conflictos de manera justa, protege los derechos fundamentales y 

promueve la igualdad ante la ley, pero para que esta confianza se 

consolide, es necesario implementar reformas que combatan la corrupción, 

promuevan la transparencia, garanticen el acceso igualitario a la justicia y 

fomenten la participación ciudadana, quedando en claro que sólo a través 

de un sistema judicial eficiente, ético, oportuno y accesible se podrá 

construir una sociedad más justa y cohesionada. 

Un vacío de la ley (también conocido como “laguna legal”) ocurre 

cuando no existe una norma jurídica específica que regule un caso 

concreto, según el jurista alemán Karl Larenz, una laguna legal se presenta 

cuando el ordenamiento jurídico no contiene una regla aplicable a una 

situación que, por su naturaleza, requiere regulación. En estos casos, los 

jueces y operadores de justicia tienen la obligación de garantizar la 
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resolución del conflicto, incluso en ausencia de una norma específica, 

recurriendo a otras fuentes del derecho y principios fundamentales. 

El principio fundamental que rige todos los casos es que los jueces no 

pueden excusarse de resolver un caso alegando la inexistencia de una 

norma jurídica aplicable. Este principio garantiza que la administración de 

justicia no se detenga por deficiencias o vacíos en el sistema legal, ya que, 

en estos casos; los jueces deben recurrir a otras fuentes del derecho, como 

pueden ser la costumbre, los principios generales del derecho y la 

jurisprudencia. 

Cuando se enfrenta un vacío legal, los jueces pueden recurrir a las 

Fuentes del Derecho para resolver el caso concreto, como la costumbre, 

que es una práctica social reiterada que, en ausencia de una norma escrita; 

puede ser utilizada como fuente del derecho, teniendo en cuenta que la 

costumbre debe ser reconocida como válida y no contradecir principios 

fundamentales del ordenamiento jurídico. Asimismo, también se puede 

recurrir a los principios generales del derecho, que son valores y normas 

fundamentales que inspiran el sistema jurídico, como la equidad, la justicia, 

la buena fe y la igualdad, es decir, los principios generales son utilizados 

como guía para interpretar y resolver casos en ausencia de normas 

específicas. Dentro de este mismo contexto, tenemos a la jurisprudencia, 

que se entiende como las decisiones previas de los tribunales, 

especialmente de las altas cortes, que pueden servir como referencia para 

resolver casos similares, coligiéndose que, la jurisprudencia ayuda a llenar 

vacíos legales al establecer criterios interpretativos. Aunado a ello, la 
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denominada interpretación teleológica e histórica, que según Karl Larenz 

señala que los jueces pueden interpretar la ley considerando su finalidad 

(interpretación teleológica) y el contexto histórico en el que fue creada; 

permite inferir el "plan regulativo" subyacente en el ordenamiento jurídico y 

aplicarlo al caso concreto. 

Complementando lo señalado, en casos excepcionales, cuando no 

existen normas, costumbres o principios aplicables, los jueces pueden 

recurrir a la equidad, que permite resolver el caso considerando las 

circunstancias particulares y buscando una solución justa y razonable. Sin 

embargo, su uso debe ser limitado y complementario, ya que no puede 

sustituir al derecho positivo y, por otro lado; la administración de justicia 

ante un vacío legal también está vinculada al derecho de acceso a la 

justicia, es decir, a que los ciudadanos tienen el derecho de obtener una 

resolución justa y efectiva, incluso cuando no exista una norma específica. 

Todo ello, refuerza la confianza en el sistema judicial y asegura que 

ninguna persona quede desprotegida ante la ley o sufra arbitrariedades o 

sea víctima del ejercicio abusivo del derecho. 

Aunque los jueces tienen herramientas para administrar justicia ante 

vacíos legales, enfrentan desafíos como la subjetividad, es decir, la 

interpretación de principios generales o la aplicación de la equidad puede 

variar según el juez (ya sea por su experiencia, especialidad, competencia, 

entre otros factores), lo que puede generar inconsistencias. 

Adicionalmente, la falta de normas claras puede dificultar la resolución de 
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casos complejos y reducir la confianza ciudadana, lo que termina afectando 

la confianza en el sistema judicial. 

Administrar justicia ante un vacío de la ley es un desafío que requiere 

de la aplicación de fuentes alternativas del derecho, como la costumbre, los 

principios generales y la jurisprudencia, siendo que los jueces tienen la 

obligación de garantizar la resolución de los conflictos, incluso en ausencia 

de normas específicas, asegurando que se respete el derecho de acceso a 

la justicia y se promueva una solución justa y equitativa.  

 

3.2. Qué debe hacer el legislador al detectar vacíos en la ley.- 
 

Al detectar vacíos en la ley, es decir, situaciones no previstas o 

reguladas en el ordenamiento jurídico, el legislador tiene la 

responsabilidad de actuar para garantizar que el sistema legal sea 

completo, coherente y capaz de responder a las necesidades de la 

sociedad; dado que los vacíos legales, también conocidos como lagunas 

jurídicas, pueden generar incertidumbre, conflictos y desigualdad, 

afectando inclusive la predictibilidad de las decisiones judiciales, que es 

un pilar sobre el que descansa el sistema judicial, por lo que es 

fundamental que el legislador tome medidas para subsanarlos. 

El primer paso que debe tomar el legislador es identificar y analizar 

el vacío legal, esto implica detectar las áreas no reguladas, es decir, 

identificar las situaciones específicas que no están contempladas en la ley 

y que generan problemas en su aplicación. Al mismo tiempo, debe evaluar 
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el impacto del vacío, es decir, determinar cómo afecta el vacío legal a los 

ciudadanos, las instituciones y el sistema jurídico en general. Finalmente, 

debe consultar a expertos, es decir, recurrir a juristas, académicos y 

especialistas en la materia para comprender las implicaciones del vacío y 

las posibles soluciones. Por ejemplo, en el análisis del Código Civil de 

1984 se destaca la importancia de estudiar los vacíos legales para 

garantizar la coherencia del sistema jurídico y evitar conflictos en su 

aplicación. Otro ejemplo lo brinda el caso de Colombia, con la Sentencia 

T-103 de 2019, en la cual se protegió un derecho fundamental al ordenar 

que se resolviera un caso donde se alegaba la falta de regulación 

específica. 

Como segundo paso, y una vez identificado el vacío; el legislador 

debe trabajar en la creación o modificación de normas para llenar esa 

laguna jurídica, esto puede incluir la elaboración de nuevas leyes, es 

decir, crear disposiciones específicas que regulen las situaciones no 

contempladas. Al mismo tiempo puede modificar leyes existentes, es 

decir, ajustar las normas vigentes para incluir los casos no previstos o 

incorporar principios generales, es decir, en algunos casos, es necesario 

reforzar la legislación con principios generales del derecho que sirvan 

como guía para los jueces y operadores jurídicos. Por ejemplo, el 

legislador puede recurrir a la analogía o a la supletoriedad de normas de 

otras áreas del derecho para integrar el vacío, como se menciona en el 

análisis de los métodos de integración jurídica. Estos dos tipos de 

acciones han sido muy comunes en varias áreas especializadas del 
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derecho. Para ilustrar lo indicado, tomemos el área de Contrataciones 

Públicas y al comparar la regulación de la Ley N° 30225 -Ley de 

Contrataciones del Estado- contra la Ley N° 32069 -Ley General de 

Contrataciones Públicas- vemos varias modificaciones a lo largo del 

tiempo, así como incorporaciones de nuevos “principios”, incorporación de 

temas anteriormente no regulados e inclusión de nuevos conceptos o 

condiciones actuales del contexto jurídico y social (“causalidad”, “valor por 

dinero”, “cónyuge”, “conviviente”, “progenitor del hijo”, entre otros). Sin 

ello, probablemente sería más complicado o imposible resolver y 

administrar justicia frente a potenciales controversias que lleguen a los 

tribunales de justicia sobre dichas materias. 

Asimismo, el legislador debe garantizar que las reformas legales 

sean inclusivas y respondan a las necesidades reales de la sociedad, 

para ello, es importante realizar consultas públicas, es decir, escuchar a 

los ciudadanos, organizaciones civiles y sectores afectados por el vacío 

legal. A su vez, involucra a expertos, es decir, cuenta con la participación 

de académicos, jueces y abogados para garantizar que las soluciones 

propuestas sean viables y efectivas, evaluando el contexto social y 

cultural, vale decir, asegurándose que las nuevas disposiciones sean 

compatibles con los valores y necesidades de la sociedad. 

Por otro lado, el legislador debe asegurarse que las nuevas normas 

no entren en conflicto con otras disposiciones legales, esto implica revisar 

la legislación existente, verificando que las nuevas disposiciones sean 

compatibles con el resto del ordenamiento jurídico. Complementando ello, 
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debe evitar contradicciones, o dicho en otras palabras; garantizar que las 

nuevas normas no generen conflictos normativos o lagunas adicionales. 

Al mismo tiempo, debe promover la armonización, asegurando que las 

leyes sean coherentes y fáciles de interpretar para los operadores 

jurídicos y los ciudadanos. 

Dentro de este mismo orden de ideas, sabemos que los vacíos 

legales a menudo surgen debido a cambios sociales, económicos o 

tecnológicos que no estaban previstos al momento de redactar las leyes. 

Por ello, el legislador debe anticiparse a los cambios, es decir, estar 

atento a las tendencias sociales y tecnológicas para prever posibles 

vacíos legales. Al ser tan variada la realidad jurídica, al mismo tiempo, 

debe actualizar las leyes periódicamente, revisando y modernizando el 

marco legal para adaptarlo a las nuevas realidades. Sumado a lo anterior, 

debe incorporar cláusulas abiertas, es decir, incluir en la regulación que 

se apruebe disposiciones que permitan la interpretación flexible de la ley 

en casos no previstos o que dirija y permita al juez arribar a esa opción o 

facultad, un ejemplo de esto es la regulación de nuevas tecnologías, 

como la inteligencia artificial o las criptomonedas, el teletrabajo, el uso de 

tecnologías en los procesos judiciales, la firma digital y demás, que han 

generado vacíos legales en muchos países debido a su rápido desarrollo 

e impulsaron reformas normativas sobre la materia. 

Finalmente, el legislador debe supervisar la implementación de las 

nuevas normas y evaluar su impacto, esto implica monitorear su 

aplicación y verificar que las nuevas disposiciones sean efectivas y 



31 
 

cumplan con su propósito; realizar ajustes si es necesario, es decir, 

modificar las normas en caso se detecten problemas o nuevas lagunas y 

garantizar la participación ciudadana, involucrando a la sociedad en la 

evaluación de las reformas para asegurar que respondan a sus 

necesidades. 
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. Que, el principio constitucional de inexcusabilidad establece que los jueces 

y tribunales no pueden abstenerse de resolver un caso alegando la 

inexistencia, vacío o deficiencia de la ley, este principio es fundamental en 

los Estados Constitucionales de Derecho, pues garantiza el acceso a la 

justicia y la resolución de conflictos incluso en situaciones donde el 

ordenamiento jurídico no ofrece una regulación específica. 

2. Que, el principio de inexcusabilidad asegura que todas las personas 

naturales y jurídicas puedan acceder a la justicia, incluso en casos donde 

no exista una norma específica que regule la situación. Este derecho está 

consagrado en Constituciones como la de Chile, Colombia y Perú, que 

establecen el acceso a la administración de justicia y su calidad de servicio 

público esencial que debe garantizarse de manera continua y efectiva. 

3. Que, las Cortes y Tribunales Constitucionales han señalado que este 

principio es una manifestación del derecho fundamental al acceso a la 

justicia, el cual no puede ser limitado por vacíos legales. Por ejemplo, en la 



33 
 

Sentencia T-103 de 2019, la Corte Constitucional de Colombia protegió 

este derecho al ordenar que se resolviera un caso donde se alegaba la 

falta de regulación específica, reafirmando que los jueces deben recurrir a 

otras fuentes del derecho para garantizar una solución justa. 

4. Que, el principio de inexcusabilidad está estrechamente relacionado con la 

protección de los derechos fundamentales. Las Cortes y Tribunales 

Constitucionales han destacado que los vacíos legales no pueden ser una 

excusa para vulnerar derechos como el debido proceso, la igualdad y la 

defensa. En ese sentido, los jueces tienen el deber de garantizar que las 

personas no queden desprotegidas ante la falta de regulación. Por ejemplo, 

en casos de congestión judicial o deficiencias normativas, los jueces deben 

garantizar que las personas puedan acceder a una resolución justa y 

oportuna, utilizando herramientas como la equidad o los principios 

generales del derecho. 

5. Que, el principio de inexcusabilidad refuerza el concepto de Estado 

constitucional de derecho, donde la justicia no depende exclusivamente de 

la existencia de normas escritas, sino también de la aplicación de valores y 

principios fundamentales, esto permite que el sistema judicial sea más 

dinámico y adaptable a las necesidades de la sociedad, promoviendo la 

confianza en las instituciones y garantizando la estabilidad jurídica. 

6. Que, el principio constitucional de no dejar de administrar justicia por vacío 

o deficiencia de la ley es una garantía fundamental para el acceso a la 

justicia y la protección de los derechos fundamentales. Este principio obliga 

a los jueces a resolver todos los casos, incluso en ausencia de normas 
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específicas, recurriendo a fuentes alternativas del derecho como los 

principios generales, la costumbre y la jurisprudencia; y aunque enfrenta 

desafíos como la subjetividad en su aplicación y la congestión judicial, su 

correcta implementación fortalece el Estado constitucional de derecho y 

promueve la confianza en el sistema judicial. 
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CONCLUSIONES 

 

1. El principio constitucional de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley se ha convertido en una garantía esencial para el 

funcionamiento efectivo del Estado de derecho, por lo que su correcta 

aplicación requiere un equilibrio entre la flexibilidad necesaria para abordar 

casos no previstos y la seguridad jurídica que debe caracterizar a todo 

sistema legal. 

2. La investigación demuestra que, aunque existen desafíos significativos en su 

implementación, este principio continúa siendo fundamental para garantizar 

el acceso a la justicia y la protección de los derechos fundamentales en las 

sociedades modernas. 

3. El acceso a la justicia es un derecho humano fundamental reconocido en 

instrumentos jurídicos nacionales e internacionales como la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos (artículo 8) y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (artículo 14), las Constituciones Nacionales y los 

Códigos Civiles, instrumentos que inclusive pueden incluir el no dejar de 

administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley.  

4. El principio de inexcusabilidad asegura que ninguna persona quede sin una 

resolución judicial, incluso cuando no exista una norma específica que regule 

su caso, siendo especialmente relevante para grupos vulnerables, como 
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migrantes, mujeres, pueblos indígenas y personas privadas de libertad, 

quienes suelen enfrentar barreras estructurales para acceder a la justicia. 

5. El principio de no dejar de administrar justicia refuerza la protección de los 

derechos fundamentales al obligar a los jueces a resolver casos basándose 

en principios generales del derecho, jurisprudencia y normas internacionales, 

asegurando que derechos como la igualdad, la libertad y la dignidad humana 

no sean vulnerados por la falta de regulación específica. 

6. El principio de inexcusabilidad es esencial para garantizar la igualdad ante la 

ley y combatir la discriminación; en ausencia de normas específicas, los 

jueces pueden recurrir a principios de derechos humanos para asegurar que 

todas las personas sean tratadas de manera justa y equitativa, esto es 

particularmente importante en contextos donde ciertos grupos enfrentan 

discriminación estructural o exclusión social. 

7. El principio de no dejar de administrar justicia contribuye al fortalecimiento 

del Estado de derecho al garantizar que las instituciones judiciales cumplan 

con su función de proteger los derechos humanos, incluso en contextos de 

vacíos legales; incrementando la confianza de la ciudadanía en el sistema 

judicial y promoviendo la estabilidad social, ya que según investigaciones, la 

administración de justicia basada en derechos humanos no solo resuelve 

conflictos, sino que también actúa como un mecanismo para transformar 

estructuras sociales y culturales que perpetúan violaciones de derechos 

humanos. 

8. El principio de inexcusabilidad permite que el sistema judicial se adapte a las 

nuevas realidades sociales y tecnológicas, garantizando la protección de los 
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derechos humanos en contextos no previstos por la legislación; como, por 

ejemplo, temas de la inteligencia artificial, el cambio climático o los derechos 

digitales, los jueces pueden recurrir a principios generales y normas 

internacionales para llenar vacíos legales y proteger los derechos de las 

personas afectadas. 
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RECOMENDACIONES 
 

1. Que, es importante implementar programas de formación continua para 

jueces, fiscales y abogados en el uso de fuentes alternativas del 

derecho, como los principios generales, la costumbre y la jurisprudencia, 

pues la correcta aplicación del principio de inexcusabilidad depende de 

la capacidad de los operadores judiciales para interpretar y suplir vacíos 

legales de manera coherente y fundamentada. 

2. Que, es importante realizar revisiones periódicas del marco normativo 

para identificar y subsanar vacíos legales, especialmente en áreas 

emergentes como la tecnología, el medio ambiente y los derechos 

digitales, dado que la falta de regulación en temas contemporáneos 

genera incertidumbre jurídica y puede afectar la protección de derechos 

fundamentales. 

3. Que, es importante establecer lineamientos claros para la aplicación de 

principios generales del derecho en casos de vacíos legales, 

asegurando su uso uniforme en todo el sistema judicial, dado que los 

principios generales son una herramienta clave para suplir deficiencias 

legales, pero su aplicación puede variar según el criterio del juez, lo que 

genera inconsistencias. 

4. Que, es importante incluir mecanismos de consulta pública y 

participación ciudadana en el proceso de creación y reforma de leyes, 

para garantizar que las normas respondan a las necesidades reales de 
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la sociedad, dado que la participación ciudadana permite identificar 

áreas no reguladas y vacíos legales que afectan a grupos específicos, 

como mujeres, pueblos indígenas y personas en situación de 

vulnerabilidad. Del mismo modo, analizar la cantidad de casos resueltos 

sin contar con regulación específica, expresa o utilizando el principio 

constitucional de no dejar de administrar justicia por vacío o ausencia de 

la ley. 

5. Que, es importante invertir en la digitalización y modernización del 

sistema judicial para mejorar la eficiencia en la resolución de casos y 

facilitar el acceso a la justicia, dado que la congestión judicial y la falta 

de recursos son barreras importantes para la aplicación efectiva del 

principio de inexcusabilidad. 

6. Que, es importante promover la creación de criterios jurisprudenciales 

vinculantes en las diversas de la judicatura (Salas, Cortes, Tribunales, 

entre otros) para orientar a los jueces en la resolución de casos con 

vacíos legales, dado que la jurisprudencia es una herramienta esencial 

para garantizar la uniformidad en la interpretación y aplicación del 

derecho. 

7. Que, es importante implementar políticas públicas que eliminen barreras 

económicas, sociales y culturales que dificultan el acceso a la justicia 

para grupos vulnerables, pues los vacíos legales suelen afectar de 

manera desproporcionada a las personas en situación de vulnerabilidad, 

quienes enfrentan mayores obstáculos para hacer valer sus derechos. 
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8. Que, es importante establecer mecanismos de monitoreo y evaluación 

para medir el impacto de las reformas legales y judiciales destinadas a 

suplir vacíos legales, dado que la evaluación continua permite identificar 

áreas de mejora y garantizar que las reformas cumplan con su propósito. 
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Anexo 2.- Autorización de publicación en repositorio 

 


